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1. marco general

En los  últimos años, se ha venido instaurado en la agenda de la Política  Social, así como en la sociedad civil en general, preocupación en torno a cómo estamos enfrentando el tema de Infancia. 

El año  2015 se conmemoraron 25 años de la ratificación de Chile, en la Convención sobre los Derechos del Niño, asunto que aún cala de hondo pesar, ya que existen deudas considerables en torno al tema.

Una de las medidas que el Estado ha tomado para ello, es comenzar a reflexionar  respecto  a la posibilidad de implementar transformaciones de fondo en el cómo se ha abordado el tema. Se  ha contando con la asesoría de grupos de profesionales de diversos sectores, con el propósito de reflexionar e ir elaborando una propuesta  que dé cuenta de la realidad a la cual se ven enfrentadas las Instituciones encargadas de atender a los Niños/as y Adolescentes de nuestro país. De manera, de ir desarrollando transformaciones al respecto.

Desde el año 2008 se otorgan los posibles  lineamientos de cómo enfrentar el tema de la Infancia y Adolescencia en nuestro país cuyo eje central es la división del Servicio Nacional de Menores en: un Servicio Nacional de Protección de Derechos de la Infancia bajo responsabilidad del Ministerio de Desarrollo Social y otro de Responsabilidad Penal Adolescente, que dependería del sector Justicia.

Entonces, está abierto el debate: qué pasa con estas modificaciones, quienes participan de ellas, cómo se estructura los nuevos servicios, qué sucede con la infancia, qué deudas pendientes aún quedan por saldar y que se vuelven de suma urgencia responder. Son algunos de los lineamientos que se consignan en el siguiente informe.
El Servicio Nacional de menores surge  bajo el  Decreto de Ley N° 2.465 del 10 de enero de 1979
. Un decreto supremo del 5 de diciembre de 1979 fijó la planta y el SENAME entró en funciones el 1 de enero de 1980. Este organismo  reemplazaba al Consejo Nacional de Menores, organismo vinculado al Ministerio de Justicia (creado en 1966, en la presidencia de Eduardo Frei Montalva), que hasta entonces funcionaba y que se caracterizaba por asistencialista, pero no consignaba involucrarse  a nivel operativo. Sin embargo, supervisaba a instituciones, fundaciones y corporaciones que asistían a menores. Por lo demás tenía un carácter descentralizado, en donde en cada región debía concluirse la creación de Casas de Menores en conjunto a juzgados especializados, de manera  de sectorizar a los detenidos en primerizos y reincidentes.

De esta manera el Consejo Nacional de Menores (CONAME)  es sustituido por el   Servicio  Nacional de Menores (SENAME), de igual dependencia del sector Justicia, con similitud de tareas focalizadas, pero se involucra a nivel operativo. Las líneas de acción de SENAME por  entonces, estaban enfocadas en  asumir desde la institucionalidad el rol de que les correspondía a las familias cuando éstas últimas procedían a ser parte del sector de la sociedad en “riesgo social”, en donde  los niños/as y adolescentes  son  calificados como “menores abandonados-delincuentes”.
Comienza  surgir al finalizar la época de lo 80’problemas además de atención de calidad de los niños/as; ya que los recursos asignados no alcanzan a satisfacer un asistencialismo eficiente y en donde la supervisión  de este organismo público distaba mucho de la realidad,  ya que los parámetros para medir el trabajo que se llevaba en la práctica, no permitía una mirada en torno a comprender de manera acabada el problema que se estaba sosteniendo.  Se comienza a privatizar los servicios públicos como parte de una  la Política Social Asistencialista (Pilotti: 2004)  que  funcionará de acuerdo a las leyes del mercado, es decir, el Estado focalizará su atención hacia aquellas  esas familias que el sector privado no cubre. Se comienza además a identificar a los menores como pobres: sujetos  cuyas familias son disfuncionales y no son sostenidos por las redes sociales existentes.
Es de importancia además el trabajo que realizan durante la época de 1970 y 1980 las ONG en nuestro país, la que se destacan por tener un “carácter preventivo, participativo de bajo costo y reivindicativo de los derechos de la ciudadanía, de todos los miembros más pobre, incluyendo  a los niños”.
 .Sin embargo, uno de sus problemas mayores surgen de la escasez de recursos financieros, donde dependen fundamentalmente de aportes externos, lo que impide una formato de trabajo sustentable  en el tiempo, ya que se está sujeto a normas internacionales, que muchas veces van restringiendo  el presupuesto, lo que poco a poco los condena a su fin, bajo esta modalidad, así como el funcionamiento dentro de contextos políticos, económicos y sociales,  distintos al que surgieron.
Luego, en los noventa surgen cambios importantes en materia de política de Infancia y Adolescencia, debido a que  Chile se adhiere a la Convención de los Derechos del Niño y Niña,  produciendo  cambios sustanciales. Un eje transversal,  es la instauración de una política de Infancia que ya no habla de carencias sino de Derechos. Si bien se mantiene la política de orden neoliberal, se producirán cambios en cuanto a la tercerización y descentralización de las labores estatales. Se enmarca  las medidas gubernamentales desde la perspectiva de Igualdad de Oportunidades, y donde aparece el concepto de vulnerabilidad. Se intenta girar el problema y no atender al niño como objeto de derecho, sino lo que precisamente permite esta adscripción a los Derechos de Infancia, es cambiar la perspectiva de la política e integrar al niño a una atención donde es sujeto de derecho.
De acuerdo al tema de Infancia, lo que marca este período, es la direccionalidad del  Estado hacia  un eje promocional y de garantía, que ya no intenta suplir el rol de la familia, sino que se propone integrarla en el proceso del niño/a, adolescente. La familia  es quien debe  asumir el rol que corresponde, poniendo énfasis en  la protección que debe proporcionar.

Desde esos años, surgen amplias modificaciones en la política  institucional respecto al tratamiento de la vulneración de los niños/as, adolescentes, además del tratamiento en la responsabilización de delito en los jóvenes chilenos. 

A partir del año 2000,  Chile ha experimentado diversos cambios programáticos en la focalización de la Política Social dirigida  a los menores y adolescentes del país, debido principalmente a que aún  el ejecutivo no ha sido capaz de diseñar una política de Infancia que converja en promoción, protección y prevención de los Derechos del Niño,  además de ser acorde a la   realidad de nuestro país.

Se planifica un Plan de Acción Integrado para el período 2001-2010, en materia de infancia y adolescencia. En  Chile se comienzan a establecer una serie de modificaciones en materia de Infancia, se crea una Reforma al Sistema de Justicia y Protección de Derechos de la infancia y la Adolescencia, la que entra en vigencia el  8 de Junio del 2007, cuando se concretiza  la Ley  ° 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente. La ley de los tribunales de familia, ley de Subvenciones Nº 20.032, como la Ley N° 19.910 en materia de Adopción. 

Un cambio que marca este período es la división del perfil de usuario de los programas del SENAME; desarrollándose dos áreas de acción: Protección de Derechos y la Responsabilidad Juvenil. Esto trae como consecuencia focalizar la atención del servicio en un grupo determinado de niños/as y adolescentes, bajo  un perfil que resulta ambiguo, a partir de las multiproblemáticas que presenta.
Al revisar lo anterior, se puede establecer,  que  las políticas en torno a la Infancia en Chile, se caracterizan por: la caridad como principio de atención, directamente relacionado con los grupos religiosos que participan en un comienzo en el trabajo de  la atención en Chile. La preocupación de parte de privados, que van abriendo “Hogares de Menores”, así como también  reparten alimentos a los niños y niñas en condiciones marginales.

Períodos a lo largo de la historia, por lo demás involutivos, en materia de política de  Infancia en donde no se logra percibir la problemática ni  se sabe cómo abordarla. Dictaminándose reformas, con  instituciones tratando de regular, lo que la sociedad va dejando atrás, de manera asincrónica.  Se carece, a lo largo de los años, de una Política Social funcional y concreta que trabaje en pro de los niños/as, y adolescentes. Estos últimos,  son históricamente catalogados como en situación “irregular”, es decir,  un peligro social, donde van adquiriendo bajo este contexto la denominación de “menor”. Conceptualizaciones que a través de los medios de comunicación se va reforzando y las respuestas estatales ante tales eventos es reprimiendo, mientras que  la sociedad los mira con espanto y rechazo.

A ello se suma reiterados intentos fallidos del Estado por brindar condiciones de Derecho a la niñez, dado por: la extremada compartimentalización del aparato estatal y centralización de las políticas, el desconocimiento técnico en materia de infancia de sus autoridades, precarización de recursos presupuestarios dirigidos a esta población, disminución sistemática de las atribuciones de SENAME, escases de macos normativos y legales, así como nulo interés político.

Por lo anterior, queda más que claro que aún Chile está en deuda con los niños, niñas y adolescentes, respecto que a pesar de los años aún no ha aprendido de lo errores y no se ha establecido como país una atención a la Infancia, acorde a la construcción primero de una Mirada en torno a los Derechos del Niños.

Cada vez más se comienza a anudar esfuerzos a fin de asistir de mejor forma a aquellos que serán el futuro de nuestro país. Sin duda que aún queda mucho por mejorar, pero una vía para direccionar los esfuerzos es la participación activa de todos aquellos que se relacionan con el tema; todos los ciudadanos de nuestro país convivimos con los niños/as y adolescentes.
Atendidos según línea de acción:
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situaciòn de infancia en chile
1. servicio nacional de menores

La ratificación de Chile, respecto a la Convención de los Derechos del Niño en 1990, permite un cambio sustancial en la mirada de Infancia que como país se intenta consagrar. De esta forma,  se  emprende un trabajo de reformulación  política y social en cuanto a establecer coherencia con la actual adscripción de la cual  se es  participe, así como también crear  las  instancias  legales para modificar el tema.

Algunas de las urgentes innovaciones que se comienzan a instauran en esta materia es respecto a la Adopción: Integración a  aquellos niños y niñas que sufren discapacidad, ascendencia indígena u otra. Se apunta a la igualdad de derechos de aquellos que históricamente habían sido excluidos de la Política Social, además de direccionar una socialización hacia todos como iguales, sin segregación por pertenencia algún grupo en específico. De la misma manera se debe democratizar la prelación de familias sin discriminación en su orgánica funcional interna. A nivel interno debe fortalecerse el rol del Estado a través de un sistema de adopción de alta calidad, especialización y recursos que el lucro de organismos privados en el otorgamiento del Derecho de vivir en familia y favorecer entre las familias chilenas la igualdad de oportunidades. 

 Además se comienza a pensar en nuevas asistencias hacia aquellos niños que se encuentran privados de libertad, y que por lo demás deben dejar de estar en cárceles. Por lo mismo,  surge la necesidad de hacer frente a estas modificaciones legales, con el propósito de  configurar una oferta programática acorde a lo que se intenta reformular.

Dentro de esta apertura programática se integra a nivel  local, las Oficinas de Protección de la Infancia, los programas de Programas de Prevención Focalizada y Programas de Intervención Especializada, con distintos niveles de  atención de acuerdo al tipo de  vulneración, ya sea está baja, mediana o alta, consignados desde la red de colaboradores del Estado.  De la misma manera los programas de rehabilitación y reinserción social correspondientes al área de la responsabilización penal adolescente, destacándose  el aumento de programas ambulatorios.
En el Informe de Política Nacional a favor de la Infancia y Adolescencia 2000-2010, se acuerdan principios rectores
:

· El niño y la niña sujeto de Derecho Especial:

· El interés superior del Niño

· La responsabilidad primordial de los padres y la familia en la crianza de sus hijos, e igualdad entre el padre y la madre.

Así  se establece como garantía institucional el Derecho  a la protección de los todos los ejes enmarcados en la CDN, así como el reconocimiento de desarrollo integral del cual en Nino/a, Adolescente debe participar,  también  se debe priorizar el interés del niño ante cualquier medida que se tome de acuerdo a su caso. A los  padres, se les debe integrar responsabilizándolos de su rol, para el desarrollo más óptimo del infante.

 De acuerdo al proceso de intervención profesional,  debe existir  una focalización de la vulneración, que se debe disminuir o reparar; debe incluir una mirada multidimensional, es decir, considerar aquellos factores individuales, familiares y sociales y/o comunitarios. De forma de territorializar la atención, así como situarla de manera integral.
Sin embargo, a pesar de todos los intentos que se intenta concretar aún se mantiene en la actualidad  una brecha considerable en materia de protección y visualización de los Derechos del Niño, que deja saldos pendientes con la Infancia, que aún no se han podido mejorar, a pesar de los  esfuerzo existentes. Esto último, permanece principalmente debido a dos factores: la mirada Tutelar de atención  a la Infancia, y el Marco Jurídico Institucional que es incoherente con la realidad social, política y social del Chile de Hoy, en donde existe una caracterización de la Infancia muy distinta a la que la normativa legal quiere implementar, ejemplo de esto último es el sistema arbitrario de privación de libertad de los Niños/as y Adolescentes. Así como además, el rol de la familia que descansa en las acciones de Estado, y la responsabilidad de la sociedad civil que tiende a delegar funciones que son de todos y todas los ciudadanos;  vigilancia, fiscalización  y garantía de los derechos del Niños, Niña y Adolescente.

La visión de la Política de Infancia busca una Integración Social del niño/a, adolescente como sujeto pleno de Derecho, donde además sean protagonistas de su proceso, es decir, NNA con Deberes y Derechos de desarrollo Integral.

Es necesario considerar que el  Derecho de vivir en un lugar donde todos sean visto como iguales , tengan el mismo resguardo  de garantía de protección de su integridad durante la etapa de desarrollo y socialización, debe ser instaurado como un proceso de transición, es decir, que no tan sólo el Estado se debe hacer  participe del proceso de atención a la Infancia a través de su oferta programática, sino que la sociedad en general, ya que si bien los NNA viven un proceso de reparación o disminución de su vulneración dentro de los programas que se implementan para ello, es la sociedad que en paralelo los va acogiendo, llámese   familia, comunidad, colegio, salud, etc.. Entonces, conviene construir  una vía de ir reforzando el trabajo que se lleva a cabo durante la ejecución de los programas. Se debe por tanto, considerar oferta programática no tan sólo mirando la problemática que presenta el NNA, sino que también anudando los  esfuerzos  sociedad-familia-estado;  por ser una garantía concreta de trabajo hacia la visibilización del Derecho inherente que le pertenece, y que permita protegerlo incluso después de estar insertos en los programas de SENAME y/o su Red de Colaboradores. 
 Perfil  Usuario/a Infractor/a:
Cuando se habla de Niños/as y Adolescentes infractor se considera al menor dentro de distintos niveles de convivencia que influyen en su desarrollo como tal, ámbitos tales como (Canales: 2005):
a. Contexto Social: dimensiones como  la familia, la educación, el trabajo y actividades de tiempo libre, que pueden estar mediando en la incidencia de conductas  delictiva o infraccional. 
b. Contexto Institucional-legal: normatividad a conductas transgresoras en un marco de derechos de protección de la infancia y adolescencia, y las experiencias culturales que las mismas puede generar entre los jóvenes infractores.

c. El proceso autobiográfico del joven que ha cometido infracciones, es decir, como el joven se socializa a parir de sus vivencias delictivas o infraccionarias.
Se hace referencia, a un adolescente con capacidad de ir construyendo una manera de mirar el mundo en conjunto que dicho proceso conlleva a una  asimilación del entorno  y  configuración de una identidad. Si consideramos, que existe un proceso autobiográfico intrínseco en el menor, que cuenta por lo demás con la capacidad de ir diseñando y marcando como hito su experiencia en un contexto particular. Territorio, que conforma muchas veces las posibilidades de ir abriendo a la vez que cerrando múltiples espacios desde donde tratar de direccionar el rumbo de la  vida que se pretende seguir .Un aspecto que se distingue  como  transversal es la actividad de tiempo libre, que puede significar en el adolescente infractor una apertura  a un mundo donde las oportunidades y amenazas pueden surgir con límites demasiados frágiles,  de manera que un foco de vigilancia se visualiza  de antemano; la preocupación a nivel de redes locales por la atención y disposición de oferta programática respecto al tiempo de ocio, con el cual el menor cuenta y que permite desde ahí configurar su identidad. Proceso de ir descubriendo el mundo que le rodea y la apertura de las posibilidades de hacer frente en su entorno, y las limitantes de ella.
De manera que mirar el perfil que pudiese conducir a establecer conductas transgresores de la normatividad social, desde las herramientas que como sujeto se presentan como posible, permite visualizar al menor desde lo que él  mismo está comprendiendo del espacio que cuenta, desde donde se filtra  lo conducente a la legalidad institucionalidad donde se inserta, así como también la estructura familiar que ha aportado en su constitución como sujeto.


La caracterización del sujeto de atención de SENAME, ha sido considerada históricamente  bajo la idea de la Infancia como  problemática, en donde el Niño no es Sujeto de Derecho, sino más bien está sujeto a vulneraciones que se distinguen como medianas y altas, siendo más bien que en la realidad el perfil de los niños/a y adolescentes que ingresan  a los programas, son más bien multiproblemáticos, en donde a partir del trabajo del modelo integral que se dictan factores que se deben considerar al momento de intervención del NNA tales como la comunidad, territorio, redes de la cuales enmarcan el contexto del menor. Sin embargo, el  trabajo de Modelo Integral no considera que muchas veces las propias redes  por cogestionadas que se encuentran en  su labor, muchas veces dejan fuera al menor  de su red de asistencia, asi como también la escuela resulta vulneradora, ya que expulsa a los niños en vez de hacerlos participes de su modificación de conducta. Se decide por el camino más fácil en desmedro de utilizar   estrategias educacionales más innovadoras y creativas. Así mismo, se idealiza la participación familiar, siendo que en la experiencia práctica muchos de los NNA, ni siquiera cuenta con un adulto significativo que se encuadre en su proceso de desarrollo.

Por lo anterior, es que estos NNA, constituyen  su  proceso de vida donde salen de sus casas,  ya que la calle representa un sostenedor más factible de sobrellevar que el propio hogar, mientras que del mismo modo la calle y la sociedad los intenta normar produciendo una presión hacia el menor;  que por un lado quiere salir de su hogar, pero por otro estando allá fuera, la sociedad y el estado forzosamente lo intenta integrar a una marco de regulación idealizado, ya que las propias familias son quienes en muchas ocasiones conducen a los comportamientos de los menores. Mientras que su propio interés superior, ¿en qué momento o situación se considera? El NNA busca herramientas de autonomía social, ya que necesita construirse como ser social, capaz de llevar la vida, que sus padres no fueron capaces o no quisieron direccionar. Es así que  muchas veces los programas de reflexión, reinserción socioeducativa muchas veces fracasan porque finalmente lo que requieren los NNA, no son imposiciones, o que se los evangelice con propuestas incoherentes con la realidad que ellos ven a diario. Se requiere más  bien de  participar y colaborar en su reinserción social, desde la intención de otórgales herramientas personales,  entonces lo que queda es considerar como se hace frente a estos chicos, que necesitan que se les considere, de manera de generar y integrar al acceso de capacitaciones  acorde con la realidad que viven y las posibilidades a futuro de un trabajo, que entre paréntesis  tenga un remuneración digna. Es necesario abrir la oferta programática y preguntarle qué es lo que ellos quieren y establecer acuerdo de participación y convocar a trabajar a través del interés superior del niño.

Otro de los factores que se destaca, es el tema del trabajo adolescente en que  muchas niñas y niños a temprana edad se ven integrados. 

El trabajo históricamente ha tenido variadas formas, trabajo primitivo, libre esclavitud, régimen de corporaciones o gremios y trabajo libre bajo un sistema capitalista. La organización de este, en la sociedad y en la familia, ha establecido una división funcional de las tareas y roles, situación que ha ido modificándose producto de las condiciones de subsistencia impuestas por la modernización. Este proceso de globalización que experimenta el país y el mundo, ha modificado también la integración etárea al mundo laboral, siendo en los grupos más vulnerables la inclusión al trabajo a más temprana edad, principalmente por la precariedad de sus condiciones de vida, “dependiendo entonces de las condiciones socioeconómicas de su grupo y el contexto donde esta inserto”

El tipo de trabajo donde participan menores, llamado trabajo adolescente, definido como “actividad económica donde participan niños y niñas menores de 18 años de edad, y que están inmersos en ocupaciones laborales en condiciones de explotación económica, o que puedan ser peligrosas o entorpecer su educación, salud, desarrollo físico mental, espiritual, moral o social.”
  Para algunos este tipo de trabajo limita el desarrollo e impide el crecimiento de los niños y niñas, para otros, este mundo laboral constituye un tipo de aprendizaje asociado a la “escuela de la vida”


Proceso  que en los últimos años vemos que a partir de los adultos, se genera a través de la flexibilización laboral, concepto económico, que remite a las teorías neoliberales, el cual funciona a través de la espontaneidad del mercado, sin el entorpecimiento de las regulaciones o trabas para el empleo
. De  esta manera, en la medida que existe un desarrollo tecnológico, existe un aumento de la administración de la vida, en cuanto se trata de simplificar el tiempo, así mismo que cada vez se vuelve necesario mayor productividad y consumo.


Situación  que cada vez más se reproduce en la actividad laboral de los menores, quienes a través de este sistema buscan una capacidad de conducción en la vida, un trabajo a fin de mejorar sus condiciones de vida existentes. Cálculos de la CEPAL señalan que  la incidencia del aporte económico de los menores en los ingresos familiares es importante, y su eliminación tendría efectos directos sobre la condición de pobreza en esos hogares
  

Los registros estadísticos caracterizan la inserción laboral en tres grupos de edad, de 6 a 11 años, de 12 a 14 años, y de 15 a 17 años. De acuerdo a datos de la Primera Encuesta Nacional de Actividades de Niños y Adolescentes en Chile, realizada el año 2003, en el país hay 196.000 mil niños y niñas que se presentan como trabajadores regulares. Por otra parte se puede señalar que el trabajo adolescente  es más frecuente en las ciudades, en donde se desempeñan como vendedores, meseros, empaquetadores de supermercado, ocupación que se concentra en el grupo de 15 a 17 años. 


En el contexto de la región de Valparaíso los altos índices de desempleo estimados en 10%,
 conllevan a que al no encontrar un trabajo algún miembro del hogar, los adolescentes salen fuera de la casa a encontrar un empleo, los cuales generalmente se caracterizan por ser de carácter informal, con horarios flexibles, a fin de compatibilizar los estudios. Uno ejemplo de ello, es el de empaquetador de supermercado, que por condición de trabajo por turno permite que los jóvenes  después de asistir a clases acudan  a trabajar, bajo un sistema de flexibilización laboral, en donde el mercado sin la intervención de terceros es quien remunera a estos adolescentes, quienes a través del sistema de las propinas y debido a la labor de embolsar la mercadería, puede adquirir dinero. Es así, que en la manera  de la flexibilización del mercado
 la empresa tiene la facultad de  contratar o disminuir adolescente  trabajando , donde pueden ser despedido sin mayor respaldo legal, ya que no trabaja con contrato, así también el salario es a disposición del cliente y/o  la empresa, de esta manera existe un trabajo infantil sin mayores prohibiciones.

El trabajo infantil en Chile tiene historia y tradición, sin embargo la mayoría de las encuestas, incluida la CASEN, no esta elaborada para medir este problema (aunque en al versión 1996 incluyo una pregunta especifica acerca del tema)
, la difusa conceptualización del trabajo infantil, como la ausencia de investigaciones cualitativas,  respecto sus  diversas modalidades y edades involucradas, hacen débil, tanto la percepción social como las políticas públicas, para combatir el trabajo infantil en forma eficaz.

El poder legislativo permite 8 horas de trabajo,  para los menores, situación que llama “aceptable”, de ahí, entonces que se justifica la utilización del sistema de flexibilidad  laboral para incorporarlos en sus filas, en donde el menor resulta más productivo, en la capacidad que guarda a resistir horas de trabajo, sin una mayor implementación o inversión de recursos, tan sólo beneficios.

 En cada declaración se   justifica cada disminución de la pobreza, herida que la sociedad en conjunto no ha sido capaz de apalear, así entonces la disminución de la pobreza lleva a mayor cantidad de infantes trabajando, casi como consecuencia inmediata. Entonces el Estado llama a la ciudadanía a hacerse cargo, en conjunto  y lo desplaza hacia aquellos que lo interiorizan en una cadena de sucesiones de responsabilidades, así la sociedad refuerza la incorporación de los menores al trabajo en la medida que se mantiene visible en la sociedad y nadie hace nada.

Así entonces,  el menor puede trabajar, siempre y cuando no afecte su integridad ¿pero, al estar trabajando, manejando dinero, relacionándose con otras personas? Cabe la posibilidad que nos se  afecte su integridad, su desarrollo, sus emociones.

El Estado a través de la creación y configuración simbólica de un “Día del Trabajo Infantil ”; admite, pero a la vez renuncia a un ejercicio de la actividad de los menores, de esta manera la participación de los adolescentes a la actividad laboral se vuelve un medio de expresión, de critica  a  la reconstrucción simbólica organizativa, para donde vamos finalmente, dónde esta el debate la comunicación  de ideas, tan sólo han sido exiliadas de manera tal que se quede  sin identificación y por tanto se pierda en el camino. 

Por lo anterior, temas que aparecen relevantes como el trabajo infantil, de la mano de temas como la temprana salida del sistema educacional,  la baja valoración del Adolescentes de sí mismo, y el consumo de alcohol, siguen persistiendo, en la medida que todos/os  los ciudadanos/as, incluyendo el Estado, permiten el acceso para que eso ocurra, delante de los ojos de todos y todas 

Perfil Usuario/a  de   Programas Línea de Protección:
El  perfil usuario con el cual cuenta Sename, en los programas de prevención,  se distingue en torno los siguientes aspectos:

a) Negligencia parental

b)  Maltrato psicológico

c) Interacciones conflictivas con y en la cultura escolar

d) Disfuncionalidad familiar

Cuando se proyectan los programas de Reinserción social y Responsabilización penal, el perfil de NNA responde a vulneraciones en lo ámbito:

a.
Biológico: 

b.
Psicológico. 

c.
Social: 

En la realidad se destaca un perfil múltiproblématico; donde el niños/a es ingresado bajo una  modalidad de vulneración y en la práctica van surgiendo otras variadas formas de la cual es víctima, por lo cual se requiere cada vez con mayor fuerza, profesionales especializados. Queda en  deuda un aspecto importe como es el territorio donde los infantes se insertan y que por lo demás entrega información respecto a las oportunidades que ha percibido en su desarrollo, así como evidenciar aquellas, amenazas de las cuales ha sido parte de acuerdo al sector donde vive, de manera de gestionar de manera más eficiente una  coordinación con las redes que cuenta  la comunidad en cuestión.


Entonces, sea por adjetivos de tipos de vulneraciones que atentan en lo cotidiano en los NNA, o a través de la generalización de los niveles de disfuncionalidad que presentan, la realidad contextual del perfil se refiere a usuarios que presentan problemas psicológicos, el entorno inmediato afecta y es a afectado por los menores, además de ser  víctima de vulneraciones ya sea en torno a los niveles bajo,  mediano y alta complejidad

Se confiere que existen distintos perfiles, de acuerdo al foco de estudio que se quiere destacar, pero sin duda en la problemática del infante abundan  múltiples factores, que inciden en su desarrollo integral dentro de una comunidad. Por lo mismo se deben crear los instrumentos necesarios para conocer la realidad que atañe al menor, además de poder acceder a las distintas problemáticas de la sociedad, de manera de paulatinamente ir registrando el espacio común donde conviven los niño/as y adolescentes. Más información siempre conlleva a más eficiencia en el trabajo de intervención, en las mejoras de políticas públicas y la perspectiva real de la Infancia en Chile y las posibilidades de mirar a los niños/as y adolescentes en el futuro como seres integrales con múltiples posibilidades de desarrollo social y cultural.

Perfil   Familias Usuarios/as de Programas  Adopción y Niños/as Adoptivos
 El niño en condiciones de abandono, ha arrastrado un conjunto de prejuicios que la sociedad ha alimentado, alrededor del tema, como por ejemplo, que sean discriminados y carecen de la condiciones de igualdad ante los hijos biológicos. Aspectos que han sido modificados legalmente en los últimos años.

La adopción es el acto de recibir como  hijo biológico a un niño/a  cuando no lo es, por lo cual aparte de las normativas legales para  completar dicho proceso, debe existir una preparación psicológica, a los futuros padres e hijos, ya que se produce el encuentro: “de dos actores que sufrieron de heridas y faltas: el abandono por parte de los niños e infertilidad por parte de los adultos”

 Uno de los avances más significativos, ocurrió con   Ley Nº 19.620 que rige desde Octubre de 1999 y el Convenio de La Haya sobre Protección del Niño y Cooperación en Materia de Adopción Internacional; permitiendo  coordinar  relaciones en materia de adopción entre países que hayan ratificado dicho convenio.

Para adoptar en la actualidad, es necesaria la intervención de la deliberación de un Tribunal, modalidad que permitió ir regulando la situación de “venta” que muchos niños y niñas eran objeto, debido a que  con anterioridad a está ley, sólo bastaba con que la madre de origen otorgara un poder, donde indicaba que cedía el cuidado de su hijo/hija.

Dentro de los avances de la nueva Ley, está el hecho de que  se conforma  un sistema que divide  la denominada  susceptibilidad de adopción (instancia que admite la oposición de algún pariente), de la adopción misma. De manera que para iniciar el  proceso de adopción, el niño debe ser declarado susceptible de ser adoptado, pues durante el trámite  propiamente tal no se aceptan oposiciones.

De acuerdo a un informe de la fundación San José
, hacia Mayo del  2006 había un 75% de niños susceptibles de adopción, y el resto se encontraba en etapa de estudio. Esta cifra corresponde 631 niños y niñas  con característica de ser adoptable. 

Los programas de adopción, de Sename, otorgan orientación es estos temas, a partir del trabajo de especialistas que preparan a los futuros padres, en torno al tema de aceptar principalmente que son padres adoptivos, sin los prejuicios que pudiese acarrear tal situación.

Uno de los puntos débiles de las actuales políticas de adopción es la lentitud con que se llevan a cabo los procedimientos a través de los tribunales,  haciendo desistir  a los futuros padres de la opción que han tomando, por tanto, es necesario crear mecanismo que agilicen tales espacios, mirando hacia el alto porcentaje de niños/as que pueden crecer en un hogar,  que ven limitas  sus opciones de crecer en integridad y socialización con adultos y jóvenes.

Es urgente además propender a una visualización mayor de la opción que representa el adoptar, de crear familia, dando oportunidad a los niños/as de constituirse bajo una  familia, así como adoptar niño/as mayores de tres años, que son rechazados muchas veces por los futuros padres adoptivos. No nos neguemos a la posibilidad de dar valores y oportunidades de afecto.
sename: crisis institucional
1. a nivel de politicas publicas y marco legislativo:
En materia legislativa, y siendo uno de los nudos críticos largamente discutidos para la atención efectiva de niños, niñas y adolescentes en riesgo o con presencia de vulneraciones de Derechos, se releva los escasos avances para llevar a puerto una modificación a la ley 20.032 de subvenciones de SENAME. Hoy este cuerpo legal otorga escasas facultades al Servicio en materia de fiscalización y herramientas frente a incumplimientos de los organismos colaboradores acreditados. Al contrario, favorece amplias libertades  a las instituciones externas en materia de uso de presupuesto fiscal para fines lucrativos. 

Paradójicamente, muchos de los recursos fijados por esta ley favorecen y premian a los proyectos de mayor especialización en desmedro de la línea de acción preventiva (OPD), que debiera estar fuertemente fortalecida a fin de evitar cronificación de vulneraciones de derechos. A modo de ejemplo, cada niño que ingresa a una OPD recibe  por concepto de subvención $1.250, mientras que un niño en proyecto especializado capta una subvención de $ 140.244. Frente a esta situación no se han generado espacios de debate con las autoridades legislativas para modificar esta situación.

Lo mismo ocurre en la gestión para modificar la Ley de Tribunales de Familia (19.968) a fin de que se modifiquen los artículos 80 bis y 71, letra H, “La internación en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud”.
Situación similar ocurre respecto de los avances en legislación en materia de Adopción y Ley 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente.
2. salud en niños, niñas y adolescentes:

El concepto de salud según la Organización Mundial de la Salud tiene una definición concreta: es el estado completo de bienestar físico y social que tiene una persona. El doctor Floreal Ferrara tomó la definición de la OMS e intentó complementarla, circunscribiendo la salud a tres áreas distintas:
La salud física, que corresponde a la capacidad de una persona de mantener el intercambio y resolver las propuestas que se plantea. Esto se explica por la historia de adaptación al medio que tiene el hombre, por lo que sus estados de salud o enfermedad no pueden estar al margen de esa interacción.
La salud mental, el rendimiento óptimo dentro de las capacidades que posee, relacionadas con el ámbito que la rodea. La salud radica en el equilibrio de la persona con su entorno de ese modo, lo que le implica una posibilidad de resolución de los conflictos que le aparecen.

La salud social, que representa una combinación de las dos anteriores: en la medida que el hombre pueda convivir con un equilibrio psicodinámico, con satisfacción de sus necesidades y también con sus aspiraciones, goza de salud social.

Afirma la OMS que “la salud es parte de la responsabilidad de los gobiernos”. 

Los centros de administración directa, deben contar con áreas de enfermería ,botiquín, en el caso de los CIP-CRC con salas de tomas de muestra, acreditadas ante la SEREMI de Salud, para esto es necesario la contratación de médicos , psiquiatras,  dentistas , enfermeras y técnicos y , de forma de dar una atención oportuna a los NNA, en atención de salud y salud mental . La contratación de profesionales y técnicos debe considerar  sistemas de turno.  Se deben adecuar los espacios físicos, adquirir equipamiento, de forma de dar cumplimiento a los requisitos del Ministerio de Salud y el ISP.
Se considero en presupuesto 2016 la continuación de la implementación de Unidades de Enfermería en cada centro de protección de administración directa, iniciado en 2015 con trabajos de habilitación en cinco centros. En 2016 se implementará en los CREAD Alborada, Belén, Arica, Arrullo, Capullo, Nuevo Amanecer, Entre Silos, Casa Nacional, Galvarino, Pudahuel y Playa Ancha. Los recursos financian sólo seis meses de gasto en personal (17 cargos, M$ 122.873); gastos de operación, por M$ 45.255; y activos no financieros, por M$9.916. Su implementación beneficia a los usuarios de los 11 CREAD existentes en el país, que ofrecen cobertura a 750 personas actualmente. El PRESUPUESTO  CONSIDERA SOLO 6 MESE DE CONTRATACION DE PERSONAL, SOLO 17 CARGOS  , son 11 CREAD , considerar 1 medico 1 psiquiatra, 2 enfermeras y 3 técnicos.  Si bien en estos momentos hay médicos o psiquiatras en algunos de los centros, su horario es de 22 horas mensuales.
3. sobre la gestiòn central de sename: 
En reiteradas oportunidades como Asociación Nacional de Funcionarios Regionales de SENAME (ANFUR) hemos planteado que la crisis institucional del Servicio está dada no solo por el en términos legislativos y presupuestarios, sino que también por graves problemas de gestión interna que han dificultado que SENAME se posicione como una institución estatal garante de los derechos de la niñez más gravemente vulnerada en el país.
Desde la Dirección Nacional de SENAME se diseñan y administran todos los recursos relativos a lineamientos técnicos, diseño y control de presupuesto, diseño y control de metas asociadas a los PMG. En este sentido las principales falencias detectadas desde que asumió la actual administración son las siguientes:
1. Creación excesiva de cargos y contratación directa: durante estos casi dos años de gestión se han incorporado una serie de profesionales y técnicos militantes de partidos políticos de la Nueva Mayoría, particularmente del Partido Demócrata Cristiano, los cuales no han pasado por ningún proceso de selección previo y con altos sueldos muy por sobre lo que se remunera a los profesionales de carrera. Estos cargos han sido creados para dar cabida a estas personas sin que el Servicio requiera de ellos. Muchos de estos funcionarios han presentado además nulo conocimiento del Servicio y su objetivo ha sido la gestión política de la directora Nacional. Por ejemplo, durante esta administración se creó la Unidad de Prevención y Participación que tiene a cargo las OPD (Oficinas de Protección de Derechos), la cual estaba históricamente arraigada en el Departamento de Protección. Asimismo, la Directora hoy cuenta con 6 asesores a cargo directo de ella, lo cual supera en número, lo que históricamente habían tenido otros directores.

2. Mala gestión presupuestaria: Durante el año 2015 al SENAME administró un presupuesto histórico nunca antes asignado. Lamentablemente, este presupuesto no fue ejecutado eficientemente, observándose desorden en su administración y retraso en su ejecución. Lo anterior, dio como resultado que el Propio Ministerio de Justicia solicitara la salida en dos oportunidades del Jefe del Departamento de Administración y Finanzas. Asimismo, y frente a las demandas realizadas por los funcionarios la actual administración fue incapaz de defender el exploratorio presupuestario frente al Ministerio de Hacienda, dando como resultado que para el año 2016 no se contara con recursos en áreas claves para el buen funcionamiento de la institución.

3. Priorización de áreas no críticas para el Servicio: Con esto nos referimos a que la Directora Nacional y su equipo no han sido capaces de priorizar áreas de trabajo relevantes para la atención de nuestros sujetos de atención. Es así que las condiciones de los Centros de Administración Directa presentan serias falencias de funcionamiento, el programa FAE no ha sido implementado, no ha existido avances en materia de reforma legislativa, se han precarizado las condiciones laborales de los trabajadores, deficiencias en la ejecución de presupuesto, etc. A cambio de ello se ha optado por fortalecer el área de comunicaciones y las acciones mediáticas asociadas a visibilizar la figura de la Directora (inauguraciones, eventos masivos, etc.).

4.  Nulo avance en políticas de personas: Desde que asumió la actual administración se viene prometiendo que se elaborará una política de personas, las cuales no se han visto reflejadas en la realizad. Asimismo, se ha desconocido los acuerdos sostenidos con las Asociaciones Gremiales respecto de los procesos de selección interna y trato hacia los trabajadores. Es importante señalar en este punto que tanto los equipos de centros de Administración Directa como de las Direcciones Regionales no han recibido procesos de capacitación por parte del Servicio de acuerdo a las exigencias que SENAME requiere.

5. Deficiencias en la definición e implementación de estrategias de gestión técnica: Hemos observado con decepción como los Departamentos Técnicos no han sido capaces de revertir falencias de orden técnico tendientes a maximizar la labor del Servicio. Desde este punto de vista se observan débil definición de la función supervigilante a través de las Unidades de Supervisión Técnica y Financiera, contando a la fecha con instrumentos y lineamientos que favorecen el desarrollo de acciones centrados en los niños, sino más bien en el control de aspectos accesorios como el cumplimiento de convenios y proyectos de funcionamiento. A esto se le suma la alta carga administrativa y la escases de personal para cumplir las funciones de control y asesoría técnica. Respecto del Departamento de Planificación y Control de Gestión se observa el diseño e implementación de metas de gestión altamente exigentes, alejadas de la función central del Servicio y construidas sin la participación de los funcionarios.

6.  Deficiente gestión intersectorial: Es de todos sabido que la misión del Servicio es la protección, restitución de niños vulnerados en sus derechos, así como la reinserción social de jóvenes que han infringido la ley. En este sentido, y a pesar de haberse planteado como una prioridad por esta gestión a la fecha se observan serios avances en materia de incidir y establecer las necesidades que requiere el Estado chileno para implementar una Ley integral de Protección así como la Reforma al Servicio Nacional de Menores. En este aspecto se observan escasos avances en la gestión de coordinación con el Consejo Nacional de la Infancia. 
2. sobre las direcciones regionales

Las Direcciones Regionales de SENAME tienen la responsabilidad del control y supervisión tanto técnica como financiera de toda la oferta SENAME del país. En otras palabras, son el área de control directo de la ejecución financiera y técnica de los equipos que atienden directamente niños/as. Dentro de las Direcciones Regionales se encuentran además los Centros de Administración Directa tanto de Protección (CREAD), Programas FAE y Centros de Justicia Juvenil. Durante el último período se han detectado las siguientes deficiencias:
Mala gestión de Directores Regionales a lo largo del país: Los Directores designados para asumir esta tarea no cumplen con los mínimos técnicos y profesionales para llevar a cabo la gestión de un Servicio especializado. Estas autoridades en post de favorecer cupos a operadores políticos sacaron de puestos estratégicos a funcionarios con larga experiencia e intachable trayectoria profesional. Además han generado cargos dentro absolutamente prescindibles y con sueldos que superan la media de funcionarios seleccionados por concursos públicos. Asimismo, han demostrado poco manejo en la administración de los equipos, lo que ha conllevado a que estos no cuenten con un liderazgo eficiente de quien debe ser la cabeza de SENAME en las Regiones. 
 Falta de dotación de equipos: A partir del incremento en la oferta de proyectos de la red SENAME y considerando que uno de los desafíos es mejorar los procesos de supervisión técnica y financiera a fin de que no ocurran situaciones que pongan en riesgo a los niños, niñas y adolescentes, actualmente se observa una brecha importante de funcionarios respecto de los estándares técnicos para dar cumplimiento a una labor eficiente. A partir de ello en vez de generar las condiciones para la contratación de supervisores en el ámbito técnico y financiero, la administración central tomó la decisión de flexibilizar la frecuencia de supervisiones a fin de compensar el aumento de proyectos asumidos por cada profesional. Lo anterior es de suma gravedad considerando los eventos ocurridos durante el último tiempo.  
3. a nivel presupuestario

4. a nivel tècnico: 
sobre los centros de administración directa de justicia Juvenil: 

Como primera consideración respecto de la construcción del Modelo podemos apreciar y visualizar un exhaustivo proceso de investigación comparada como además de tipo bibliográfica que permite establecer los sustentos teóricos que aproximan a la realidad del foco al cual se estudia. En relación a esto podemos plantear la necesidad de detallar en extenso las principales carencias del sistema actual que permitan considerar en un modelo de “Planificación Estratégica Situacional”, las distintas precariedades principalmente en el plano de los recurso Humanos y materiales, los cuales permiten evidenciar una valorización detallada y así la especialización enunciada en el nuevo modelo, cuente con un escenario favorable para la debida intervención. Esta acción permite además contrastar los informes técnicos que hoy se utilizan en el diseño del modelo y por tanto nos aproximan a un principio de realidad y pertinencia del análisis que se pueda realizar de la información compilada en el diseño del modelo. Si sumamos a esta acción precisa y concreta un proceso de diálogo técnico como el que se está realizando en esta instancia, nos permitirá aproximarnos en un diagnóstico claro, preciso, pertinente y por sobre todo contextualizado a nuestra realidad. 

Llama la atención en este nuevo modelo, que ahora el centro es la “modificación de la conducta delictual”, entendida de acuerdo a nuestro análisis en que el joven deje de cometer delitos. Consideramos que este objetivo reviste un mayor análisis, principalmente contrastado con los modelos actuales que está desarrollando SENAME, por ejemplo el RNR o el de desistimiento donde claramente se entiende como relevante la evaluación de la capacidad de respuesta o bien el hecho que se va disminuyendo la incursión en nuevos delitos, por lo tanto el objetivo debiese estar enmarcado en un enfoque teórico. En casi 8 años de trabajo se han desarrollado a lo menos 3 modelos distintos por lo que la evaluación y sistematización de la información que se extrae del trabajo no es posible de desarrollar. Experiencias puntuales de trabajo de algunos CRC han obtenido claros resultados en el ámbito de la responsabilización y reparación del daño causado, siendo por sobre todo desafíos profesionales particulares más que el resultado de la aplicación de algunos de los modelos implementados, por lo que resulta al menos interesante estudiar estos logros en la intervención a través del estudio de análisis de casos para poder incorporar estas líneas relevantes y con resultados específicos. Al no existir evaluación o sistematización del trabajo de los modelos anteriores no es posible determinar teóricamente si existe validez científica en un modelo cognitivo conductual o ecológico, lo importante es bajo nuestra perspectiva por tanto determinar y tener absoluta claridad si contamos en la actualidad con la infraestructura, los recursos (humanos y materiales) para avanzar hacia el modelo presentado. 

Hay jóvenes que llevan hasta 5 años de condena y se ha modificado hasta el formato del plan de intervención, consideramos que esto es absolutamente contradictorio desde el punto de vista del cumplimiento de un plan como también respecto del rigor profesional que permite una adecuada sistematización de la información. Como se puede observar en el documento posterior entregado a las autoridades ministeriales de la época en las modificaciones a la ley 20.084 ANFUR propone y coincide en el flujo presentado en la creación de unidades de estudio por centro de administración directa. Consideramos de absoluta relevancia que se pueda realizar un proceso de concurso interno y avanzar en el levantamiento URGENTE de estas unidades que permiten retroalimentar desde lo empírico procesos de investigación, acompañamiento, monitoreo y principalmente creando metodologías pertinentes a las características culturales de cada región.  En cada centro existen profesionales con más de 10 años de trabajo en el diagnóstico, evaluación e intervención son ellos los llamados a sistematizar las buenas experiencias particulares que permitan retroalimentar la labor especializada. 

Nos parece importante el avance que presentan los flujos, denotan una reflexión respecto de la labor que hasta hoy realizan los profesionales al interior de los centros, tener una segregación (segmentación) a la entrada, ya sea una casa para la evaluación inicial, como en GENCHI (en especial con población mayor). Sin embargo nos parece un exceso desde lo práctico esperar 15 días para tener un cierto perfil adolescente o criminológico. Este periodo sirve para realizar el PII cuando se cuenta con una evaluación pertinente. De contar con los instrumentos necesarios desde la labor clínica. En la actualidad lo presentado y trabajado por los departamentos técnicos de justicia juvenil del SENAME como la HEDI no permite cumplir los plazos establecidos ni menos representa un aporte a la futura intervención por lo que consideramos se debe reflexionar respecto de la utilización de ésta. Si contamos con equipos especializados diferenciados para el Diagnostico, la evaluación y la intervención estaremos enfocando y propiciando el análisis de caso, aumentando el personal que atiende a los jóvenes optimizamos los tiempos de trabajo y propiciamos el trabajo en equipo todos aspectos relevante al momento de analizar el contexto actual. Con Profesionales expertos y distintos en cada ámbito se fortalece principalmente el análisis y reflexión en torno al adolescente infractor de ley lo que en suma es un directo beneficio al nuevo modelo. Consideramos este punto absolutamente relevante al momento de determinar y sancionar el nuevo modelo que debe considerar además perfiles, edad, sexo, trayectoria, salud mental entre otras variables.  

Es importante relevar tanto el Diagnostico, la evaluación, la intervención y el seguimiento. En los medios libres sería importante la evaluación del PII y tomar algunas determinaciones a priori a nivel institucional para preparar la instalación de un nuevo modelo. 

Una de las Grandes interrogantes para ANFUR la reviste la actual y/o futura oferta externa que en la actualidad ha sido compleja para todos los centros a nivel país. Esto reviste un re organización y discutir inclusive la dependencia de esta oferta. Lo mismo consideramos en relación a los programas de seguimiento los cuales la dependencia privada no garantiza al estado la continuidad de un trabajo tan especializado y de calidad continúe en el medio libre. 
Finalmente nos gustaría discutir los organigramas que establecen cargos y funciones desde lo administrativo y la gestión, en la actual propuesta existen figuras innecesarias y probadas como un gasto de recursos innecesarios como por ejemplo los encargados de seguridad, coordinación de operaciones, procesos entre otras visiones que sólo son un componente burocrático que entrampa la toma de decisión. 

Conclusiones: Todos estos insumos para la discusión han sido recogidos a partir de la conversación con nuestros socios y representan una visión técnica y operativa principalmente reflexiva pudiendo existir en algunos planos inconsistencias teóricas o quizás conceptualizaciones técnicas carentes de profundidad, sin embargo la riqueza de ellas es que vienen de la labor que por años han realizado miles de funcionarios a nivel país en la más absoluta precariedad y abandono por parte de las autoridades de turno. Todo lo anterior debe ir acompañado bajo nuestra perspectiva de la mejora en las condiciones laborales en tanto a las remuneraciones como en la estabilidad laboral aspectos medulares para una mayor especialización en la labor. Mejorar la institución además de un cambio de modelo pasa por reflexionar además en cuanto el estado ha dejado en abandono a estos funcionarios públicos que han debido por años evidenciar el maltrato a su labor desde una perspectiva humana, profesional y por sobre todo en la dimensión de la dignidad.  

sobre los centros de proteccion de administración directa (cread)
Al respecto, se realizan observaciones a partir de las bases técnicas cuyo propósito es ““Contribuir a la protección integral de los niños(as) y adolescentes entre 0 años de edad y menores de 18 años gravemente vulnerados en sus derechos o infractores a la ley penal inimputables o aquellos que por ordenamiento del Tribunal requieran de una medida de protección que momentáneamente los haga permanecer en ellos”, a través de tres áreas de intervención: la profundización diagnóstica, la reparación y atención residencial.

Lo anterior, es una respuesta propuesta por el Servicio frente a las observaciones realizadas por la DIPRES en cuanto a la funcionalidad del modelo diagnóstico y de derivación de los programas CTD ejecutados hasta el año 2008 en todo el país.

Para esto el Servicio Nacional de Menores estableció objetivos estratégicos los cuales deben ser implementados en virtud de la atención de casos gravemente vulnerados en sus Derechos:

Objetivo General:

“Asegurar la restitución y la resignificación de las experiencias de grave vulneración de derechos en población infanto-adolescente en situaciones de alta complejidad y que requiere de una medida residencial por disposición de Tribunales de Familia y/o Fiscalías”.

Objetivos Específicos:

“Facilitar la adherencia a una intervención orientada hacia el establecimiento de vínculos y el re-aprendizaje de la confianza en el mundo adulto”. 

“Realizar procesos de profundización diagnóstica”.  

“Desarrollar procesos de intervención integrales ajustados a los requerimientos de los niños/as y/o adolescentes y sus referentes significativos”. 

“Potenciar y /o desarrollar las competencias y habilidades sociales que apunten al autocuidado y gestión de riesgo de los niños, niñas y adolescentes”.

“Favorecer la construcción de un contexto protector en pro del bienestar psicológico y social del niño, niña y/o adolescente”. 

“Preparar a el/la adolescente para la vida independiente, cuando no se cuente con posibilidades de reunificación familiar”. 

“Acreditar la inhabilidad parental a fin de brindar a los niños y niñas la alternativa de una familia adoptiva, en ausencia de competencia parental en sus familias de origen”.

Para dar cumplimiento a lo expresado con anterioridad se estableció un programa estratégico de implementación paulatino entre los años 2007 y 2010, que incluían en general los siguientes aspectos:

1 Mejoramiento de las condiciones de vida de los niños y niñas al interior de los centro de administración directa.
2 Capacitación permanente al personal de trato directo y profesionales en temáticas referidas a la especialización de la intervención.
3 Mejoramiento de las remuneraciones de los funcionarios de los CREAD.
4 Aumento de la dotación de personal para una atención más personalizada en virtud de la complejidad de los casos atendidos.
A casi siete años de la puesta en marcha de este modelo ANFUR ha realizado un levantamiento participativo de información proporcionado por los propios funcionarios que se desempeñan en estos centros de administración directa, cuyos resultados son los siguientes:
1. Las condiciones de infraestructura y equipamiento de los centros a nivel nacional se encuentran en un estado crítico, lo que no favorece una atención residencial de calidad bajo los estándares de calidad de vida establecidos por SENAME, existiendo un deterioro permanente de los bienes muebles de los centros, realizándose reparaciones parciales y de mala calidad a través de las empresas que se adjudican las licitaciones para estos efectos. Estas observaciones han sido plasmadas en numerosas oportunidades por las magistraturas que realizan visitas a los Centros de Administración Directa del área de protección.

2. Sobrepoblación de niños/as en los centros, a raíz de las derivaciones realizadas por los propio Tribunales de Familia, al no existir programas alternativos para dar respuesta a las necesidades específicas de los niños, niñas y adolescentes, producto de que no existen programas colaboradores que atiendan este tipo de casos. Esto sumado a que los programas residenciales con características de alta complejidad son licitadas al amparo de bases técnicas poco específicas lo que favorece interpretaciones discrecionales y arbitrarias por parte de los organismos privados. Asimismo, es posible observar que no existe un proceso de transferencia técnica hacia la red (en específico hacia los Tribunales de Familia) que permita una coordinación efectiva y un conocimiento explícito respecto de este modelo. Cabe señalar que muchas de las derivaciones realizadas son en virtud del modelo CTD, tensionando las posibilidades de atención real y de calidad hacia los niños/as.

3. Relacionado con lo anterior, frente al alto número de casos que deben atender tanto las duplas psicosociales como los educadores de trato directo, se ha imposibilitado un proceso terapéutico y de reinserción familiar de calidad, puesto que los estándares de atención sobrepasan con creces lo establecido en las bases técnicas para estos efectos. 
4. Los programas de capacitación y preparación para la vida independiente son prácticamente inexistentes lo que a todas luces no favorece un proceso de reinserción social efectivo.

5. Las características propias del sujeto de atención de alta complejidad ha ido agudizando las agresiones hacia los funcionarios que se desempeñan en estos centros, sin que se asuman acciones efectivas por parte del Servicio para cautelar y prevenir nuevas ocurrencias. Lo anterior, ha desencadenado licencias médicas por enfermedades psíquicas y físicas sin tratamientos adecuados por parte del la Mutual de Seguridad lo que mantiene y agudiza patologías entre quien desempeñan funciones directas con los niños/as y adolescentes. Asimismo, existen perfiles que transitan desde lo proteccional hasta lo infraccional lo que en la evidencia no favorece un ambiente protector.

6. La inexistencia en casi todo el territorio nacional de dispositivos reales de atención residencial de carácter psiquiátrico para casos con trastornos mentales y por consumo problemático de alcohol y drogas, lo cual impide una intervención de calidad debido a que no se cuenta con especialistas contratados por el Servicio. En el caso de las regiones, en el mejor de los casos se logran cupos en establecimientos sanitarios de la Región Metropolitana lo que no favorece procesos de reinserción y tratamiento social y familiar por parte de los equipos, que determina el ingreso al programa CREAD.

7. Desde la perspectiva de los propios funcionarios, los programas de capacitación implementados distan mucho de la calidad deseada como aporte real a la ejecución de estrategias metodológicas prácticas a la labor desempeñada, existiendo la percepción de que los relatos y reflexiones de los propios funcionarios aportan herramientas a los entes capacitadores y no viceversa.

8. Desde la perspectiva de los funcionarios, la labor desempeñada por las profesionales del DEPRODE, imprime altos estándares de estrés en los equipos debido a que estos realizan exigencias cada vez mayores que escapan a las posibilidades reales del personal ejecutor. 

9. Sumado a todo lo antes expuesto, la calidad contractual de los funcionarios no se ha visto beneficiada por aumentos de grados y/o condiciones laborales de mayor respeto y protección, al contrario, se ha observado un incremento de la insatisfacción, estrés y bournout. Cabe destacar además que bajo estas condiciones cada vez más adversas he existido un incremento de las investigaciones sumarias y sumarios en contra de los funcionarios.

Bajo este escenario, cabe reflexionar en torno si efectivamente el Servicio privilegia una atención de calidad a favor de los niños, niñas y adolescentes o una atención que dé cuenta de metas sobrevaloradas respecto de la realidad en la cual se encuentran los CREAD a nivel nacional. En lo concreto, bajo un escenario donde SENAME no ha sido capaz priorizar ante las autoridades de los poderes del Estado la importancia de un sistema proteccional que requiere mayores recursos, los cuales se encuentran muy por debajo de los mínimos requeridos para su funcionamiento.
sobre los programas de familias de acogida de administración directa:

Los programas FAE de Administración Directa responden al mandato Presidencial de “Transitar desde el acogimiento residencial hacia un sistema de protección especial de base familiar y comunitaria para la primera infancia vulnerada en sus derechos” particularmente en niños entre 0 y 3 años en las regiones de Valparaíso, Bio Bio y Metropolitana. A un año de la puesta en marcha de esta iniciativa los principales nudos críticos asociados a su implementación corresponden a:

Ejecución deficiente del presupuesto público durante el año 2015: Existió un retraso en la ejecución presupuestaria, debido a gestión deficiente desde las Dirección Regionales señaladas en la contratación, arriendo de infraestructura y compra de bienes materiales para su implementación. Lo anterior, dio paso a una sub ejecución presupuestaria que al día de hoy ha impedido tener certeza si el programa será financiado desde el Gobierno Central.

Contratación de personal: En virtud de lo expuesto en el punto anterior, al día de hoy no ha sido posible contratar a los profesionales requerido para la puesta en marcha del programa de acuerdo a los estándares comprometidos. Los directores de estos programas han concluido los procesos de selección de personal y al día de hoy no ha sido posible incorporarlos a los equipos ya que se desconoce si existirán recursos para financiar las remuneraciones. Cabe señalar que en el caso de los profesionales externos al Servicio, muchos de ellos renunciaron a sus fuentes laborales para asumir este desafío, lo cual expone al Estado a posibles demandas si no se asumen los compromisos contraídos.

Deficiencia en la bajada de lineamientos técnicos y administrativos desde la Dirección Nacional: Al día de hoy existen familias que ya transitaron por los filtros psicológicos y sociales que los acreditan como familias de Acogida. Asimismo, ya se ha hecho el despeje de niños/as que cumplen con los criterios para ser desinternados desde los Centros Residenciales, no obstante, esto no ha sido posible ya que desde la dirección Nacional no se han remitido los contratos tipo para iniciar el proceso. De la misma manera se observaron deficiencias técnicas en los Kit de productos que se le entregará a las familias y los niños, lo cual redundó en que esta se dejara sin efecto. A pesar de que los equipos han hechos sugerencias estas no han sido acogidas desde el Departamento Técnico. Asimismo, no queda claridad de quien administrará los recursos del Programa FAE (SENAME Central o Regional)  lo que ha impedido la toma de decisiones para la ejecución. Todos estos aspectos llevan a los trabajadores a una situación de incertidumbre,  sin que nadie de la Dirección Nacional se haya acercado a informarles de las gestiones en curso.

Incumplimiento y mal diseño de estrategia comunicacional: Desde la Dirección Nacional se aprobó y difundió la estrategia comunicacional para captar familias de acogida. Sin embargo estas no cumplen con los filtros técnicos, por lo cual debió suspenderse sin que hasta la fecha se conozca los avances en su puesta en marcha.

Malas condiciones de Infraestructura, equipamiento y Servicios: A la fecha los equipos no cuentan con las condiciones de infraestructura y equipamiento adecuadas para el desarrollo de la labor profesional y menos para la atención de público. No se cuenta con el mobiliario suficiente, faltan equipos computacionales, sistemas de calefacción, etc. Asimismo al no haber sido contratado el servicio de aseo, han sido los propios profesionales los que deben limpiar las dependencias del Centro. 
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DIAGRAMA

ANALISIS DE BRECHA ENTRE PROPUESTA LEGISLATIVA DEL GOBIERNO Y DE FUNCIONARIOS DE SENAME:
1. LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES: 
PROPUESTA:

i. Diseño participativo: En virtud de lo expuesto con anterioridad es necesario que se establezca una comisión que rediseñe la propuesta del Gobierno convocando a los siguientes actores: Asociaciones de Trabajadores de SENAME, Comité de expertos en materia de infancia, Poder Judicial, Sociedad Civil representada, a fin de descentralizar los marcos normativos y evitar legislación homogeneizante. 
La actual propuesta de proyecto de ley no ha pasado los filtros y secuencia lógica de idea, perfil, pre factibilidad y factibilidad, de manera de reducir el nivel de incertidumbre de su implementación y posible fracaso de aplicabilidad.

ii. Debe ser sustantivamente Vinculante, intersectorial y financiada: la ley no solo debe definir declarativamente la necesidad de articulación con los intersectores, sino que este definir obligaciones y campos de acción definidos para cada institución,  que permita asegurar la atención efectiva de niños, niñas y adolescentes de acuerdo a las necesidades y especificidad de cada sector. Para ello se requiere que cado una de esos ámbitos de acción este financiado dentro de las glosas presupuestarias para cada uno de los ministerios y servicios con los cuales interactuara la institucionalidad de infancia. 
2. reforma a la LEY de subvenciones
PROPUESTA:

i. Debe asegurar el rol fiscalizador de Servicio: 
ii. Debe reorganizar las líneas de acción de acuerdo a niveles de especialización.

iii. Debe centrar fortalecimiento de los recursos en prevención:

iv. Debe fortalecer recursos en sistema residencial:

v. Debe fortalecer recursos en Sistema de Familias de Acogida

vi. Debe incorporar un sistema de evaluación de productos y resultados

vii. Debe estructurar obligaciones de los Organismos Colaboradores:

viii. Debe promover la descentralización:
3. LEY organica del servicio de protección integral de la infancia
PROPUESTA:

i. Debe asegurar en su diseño la participación de los trabajadores

ii. Autoridades deben ser designadas por Alta dirección Pública

iii. Los cargos deben ser integralmente concursados en todos sus estamentos
iv. Debe fortalecer las atribuciones fiscalizadoras

v. Debe asegurar la carrera funcionaria:

vi. Debe ampliar las plantas

vii. Requiere en su contenido un sistema descentralizado:
Para precisar aún más sobre los nudos críticos específicamente en relación a la descentralización de las decisiones, el rol y el funcionamiento de las Direcciones Regionales de SENAME  es necesario apuntar las siguientes reflexiones:

La Descentralización Política, que puso el nombramiento  de los Directores Regionales de SENAME en manos del Intendente de cada Región, puso de manifiesto la sumisión de las competencias técnicas ante los poderes de negociación de los partidos políticos, cuestión que no es novedad ya que se había reiterado en las gestiones anteriores independientemente del color del gobierno de turno, salvo que era requisito fundamental tener conocimientos, capacidades técnicas y cercanía con los temas de infancia.  Lamentablemente esta vez primo la militancia a secas por sobre el conocimiento y los atributos técnicos.  Primer nudo critico Directores Regionales que responden a políticas locales partidarias y no a las políticas públicas del Estado.   Vinculado a lo anterior,  estos directivos políticos abrieron la puerta a militantes de su corriente, permitiendo la llegada de nuevos funcionarios los cuales tampoco salvo contadas  excepciones han sido un aporte para la institución, por lo cual inclusive se han creado  cargos ad hoc  debido a que las limitaciones en sus conocimientos impiden que ejerzan cargos de responsabilidad técnica.

Respecto a las atribuciones de las Direcciones Regionales, estas se limitan solo a dar operatividad a decisiones emanadas en los Departamentos Nacionales, subutilizando la experiencia y capacidades de los equipos regionales, quienes no tienen posibilidad de aportar en la toma de decisiones estratégicas, como tampoco de cuestionar decisiones que pueden ser improcedentes o inviables en la práctica.  Por ejemplo, las unidades de planificación solo funcionan como encargados del control de la gestión interna, sin embargo, la mayoría de las variables para el cumplimiento de metas definidas por el DEPLAE son externas e independientes, sin considerar realidades regionales y consideraciones geográficas, si bien existe descentralización presupuestaria esta solo es en el papel, porque finalmente los recursos sobre todo en inversión están supeditados a las decisiones y voluntad del DAF, en el caso de los Supervisores técnicos y financieros estos deben adecuar permanentemente su trabajo a las orientaciones que definen los Departamentos Técnicos de la Dirección Nacional.

Un nudo central que se reproduce en cada uno de las unidades del Servicio, es la falta de recursos humanos y financieros, en el caso del recurso humano este se expresa en la sobrecarga de trabajo para muchos funcionarios, que deben cubrir tareas sensibles y prioritarias para la misión del Servicio, a modo de ejemplo, en la Región Metropolitana hace 18 años la Unidad de Protección de Derechos tenía una oferta anual a supervisar de 90 proyectos, hoy con un aumento mínimo en la dotación de supervisores, debe supervisar 400 proyectos.  Las Unidades Jurídica Regionales cuentan con una inadecuada cantidad de abogados en relación a su demanda,  que en el caso de algunas regiones solo es una coordinadora de Unidad que a la vez es la Abogada de la Región. En el caso de los recursos presupuestarios sobre todo en lo relacionado con mantenimiento y reparaciones de infraestructura y mobiliario, el recurso es muy inferior a lo requerido,  en términos de funcionamiento las Direcciones invierten su presupuesto fundamentalmente en el pago de servicios básicos y contratos de aseo y vigilancia, en algunas regiones estos últimos  servicios ni siquiera se contemplan por falta de presupuesto, por último el pago de viáticos y comisiones de servicios a regiones siempre es limitado y restringido a la autorización de las jefaturas de la unidad que debe realizar tal comisión. No vamos a tratar en esta parte el rol de la unidad de administración y finanzas de cada región que además debe controlar él insuficiente presupuesto de las AA.DD. de cada región 

· Debe reorganizar su estructura interna
· Debe ser vinculante con los cuerpos legales existentes
· Pasantías académicas ETD
4 reforma  a la ley 20.084:

PROPUESTA:

Conocido es por la opinión pública y los distintos actores de la ciudadanía en general que desde la promulgación de la ley, las distintas Asociaciones de Funcionarios encabezamos un proceso de discusión respecto de las múltiples inconsistencias que presentaba la aplicación de este articulado legal. El cambio de un sistema de inimputabilidad a uno que regula la responsabilidad penal a mayores de 14 y menores de 18 años de edad, Articulo 3 ley 20.084, significaba no sólo el acto declarativo de la publicación en el diario oficial, sino un cambio radical, ambicioso paradigmático, pertinente a las consideraciones de la materia en el plano internacional, pero que requería una fuerte decisión política de inversión de recursos de diversa índole, como lo son la infraestructura, el recurso humano, especialización de la totalidad de los actores del sistema aspectos que hasta hoy los funcionarios de SENAME seguimos esperando.            

Es por todo lo anterior, respecto de la aplicación de modificaciones a la actual 20.084 en lo referido a la implementación de la Ley, que se transforma en necesario realizar un catastro de las actuales condiciones en las que se encuentra operando el sistema. Es una certeza  y está presente en la teoría de la aplicación de las políticas públicas que la implementación práctica de los articulados legales debe cargarse de compromisos, voluntad y recursos económicos. 

ANFUR SENAME piensa que antes de realizar cambios, que consideramos necesarios, es prudente realizar una revisión profunda de las actuales condiciones de los distintos planos en los cuales opera el sistema, visualizar por ejemplo, las necesidades en el plano de infraestructura en los centros de administración directa del SENAME, la existencia de clínicas de corta estadía vitales en el cumplimiento de los principios de especialización; por ejemplo en la región de Valparaíso, a 7 años de la promulgación de la Ley no existe ni la infraestructura ni los profesionales necesarios, dedicados a la labor especifica de la atención de corta estadía este elemento es central para la intervención especializada y hasta hoy no es posible contar con el mencionado programa. Otro de los elementos centrales pendientes de la implementación de la Ley dice relación con la  inminente necesidad de capacitación y especialización de todos los actores del sistema, en la actualidad y para el cumplimiento de los fines específicos como la reinserción, se transforma en una necesidad URGENTE. Para la aplicación de sistema especializado de Justicia así como lo establece la ley, se requiere de la capacitación de Jueces Fiscales y Defensores (Artículo 29, Ley 20.084). En la actualidad en este aspecto, se observa que existe mucho desconocimiento por parte tanto de estos actores, como de toda la comunidad. 

La intervención Especializada requiere de espacios de retroalimentación, de debate y construcción de metodologías ajustadas a las particularidades que significa la reinserción de un adolescente que ingresa al sistema. La responsabilización, eje central de la Ley, debe primordialmente trabajarse con Unidades de Investigación que puedan en lo práctico, relevar, insumar, construir nuevas bases teóricas pertinentes a las realidades culturales y sociales de los adolescentes que ingresan al sistema. Es necesario por tanto buscar las alternativas legales que generen cambios en la orientación técnica al respecto.              

La Educación de los jóvenes, a cargo de programas privados en los regímenes cerrados,  no ha estado al margen de las críticas en base a la implementación, siendo un eje principal de la Ley. ANFUR SENAME ha propuesto en múltiples espacios la generación de Unidades Técnicas Pedagógicas que diseñen, articulen y construyan proyectos educativos específicos basados en las distintas corrientes pedagógicas que existen en la actualidad. Pensamos que es necesario profundizar el análisis y buscar en estas modificaciones legales desde lo técnico como se puede re estructurar este aspecto, para así incorporar en las orientaciones técnicas mayor claridad en el plano práctico.   

En síntesis y como resumen de las observaciones prácticas de implementación, se establece que es necesario buscar un levantamiento de información pertinente, ágil y dinámica, que dé cuenta en concreto de todos los aspectos vinculados a la implementación de la ley 20.084 para así no relacionar las variables ni teñirlas en función de nuevas modificaciones. Reiteramos la necesidad de realizar los cambios que permitan ajustar y perfeccionar el sistema, pero no antes de visualizar en lo concreto las deudas que mantiene la implementación de la Ley con los funcionarios en la actualidad.       

Observaciones desde el articulado:    

Sistema CIP CRC CSC 

ANFUR SENAME ha consultado a distintos profesionales que trabajan en la actualidad en el sistema, los cuales establecen ciertas apreciaciones con algunos artículos particulares que han dificultado el accionar y trabajo práctico que a continuación detallamos para su revisión y análisis. Es posible que algunos de ellos no estén en comunión con la jurisprudencia comparada o sean materia de trabajo de orientación técnica, reglamento de la ley o procedimientos específicos. Consideramos para esta presentación colocar todos los aspectos que nos señalan los equipos dado que podrían ser recogidos desde otra mirada y ser un aporte a la construcción de las modificaciones legales. 

En el plano General de recopilación de observaciones, todos los profesionales hacen mención a los altos porcentajes de atenciones a mayores de Edad en los distintos sistemas de atención que presenta la ley, se transforma en necesario regular urgentemente esta materia en especificar algunos límites de edad o podría mirarse que en los privativos libertad los adultos, dice que sólo excepcionalmente el SENAME  se  considerara el traslado, lo cual podría ser, la eliminación de la excepcionalidad una alternativa al Artículo 56 de la  ley 20.084. Otras visiones profesionales plantean ante este tema, derechamente el tránsito automático de adultos a secciones juveniles de Gendarmería.  En el mismo sentido, la creación de Secciones Juveniles de Gendarmería también para IMPUTADOS MAYORES DE EDAD, observándose una constante y eventualmente aumento de la población privada de libertad en esas condiciones.

También en cuanto a la continuidad de estudios, universitarios por ejemplo, y otras situaciones como atención de salud o inserción laboral,  la ley debiera contemplar la obligatoriedad de los otros ministerios de hacerse cargo efectivamente de otorgar los recursos necesarios para estas temáticas y muy ligado a lo anterior: la ley actualmente, no contempla programas de seguimiento una vez concluidas las sanciones de forma tal que se asegure la continuidad de los procesos de reinserción. Hoy, una vez concluida la sanción, después de una intensa intervención el o la joven queda sin apoyo institucional lo que no garantiza la mantención del desistimiento. Se Propone un seguimiento de al menos 6 meses.

Tratándose de una ley especializada en adolescentes, es decir sujetos en desarrollo, se requiere una figura con conocimientos específicos del área que permita a los jueces tomar mejores decisiones respectos de las medidas o sanciones que ordenarán, se considera  necesario incluir la figura de Consejeros Técnicos en ley 20084, es decir, la determinación de medidas  o sanciones con más elementos que los meramente jurídicos.
Otro elemento observado por los profesionales dice relación con los beneficios de los jóvenes, la nueva modificación contempla salida por estudios, hay márgenes de horarios que exceden las 10 horas reglamentarias para su retorno a los regímenes cerrados. Es necesario regular este aspecto y se sugiere que estos permisos debiesen quedar a discreción del director de centro, en relación a los horarios de salidas semanales de los adolescentes, ampliándose el plazo a 24 horas por distancias que existen desde los centros hasta sus hogares.

La Ley no indica además, la aprobación del Plan de Intervención para las condenas en régimen cerrado, pero hay tribunales que lo exigen y en un periodo de elaboración que no es susceptible de efectuar en las condiciones que nos exige SENAME y en las cuales trabajamos a diario. Respecto de la especificidad e individuación de los casos (15 y menos días incluso 2 días para su elaboración). Ideal es la no aprobación judicial del mismo en los diferentes tribunales de garantía sólo en el de ejecución y con un periodo de elaboración de un mes, especialmente con aquellos jóvenes que no han estado en internación provisoria, esto para poder aplicar instrumentos tantos psicológicos, sociales, médicos, terapéuticos  y psiquiátricos si es posible. También en esta línea nos encontramos con la exigencia de parte del tribunal de control de Limache de la elaboración de planes en los casos de los jóvenes quebrantados por 4 a 90 días indistintamente. Se sugiere elaboración de estos sólo a partir de los 60 días de permanencia, ya que por menos sólo es posible que adhieran a rutina de casa y normativa.

Otro punto relevante es que la ley no indica donde deben cumplir condena los jóvenes quebrantados y sustituidos mayores de edad provenientes de medio libre, debiera precisar que frente a determinadas características como trayectoria delictiva adulta y/o condenas privativas de libertad en cárceles de adultos incluido sección juvenil debieran cumplirlas en estos mismo recintos.

 

Algunas propuestas específicas de revisión recopiladas a los artículos de la Ley 20. 084:

Artículo 3: Considerar el envejecimiento de la población penal, a la hora de determinar la pena más idónea. En este contexto se incluye a los jóvenes que ingresan por sistema prorreo siendo sustituidas sus condenas de adulto al sistema de RPA. Considerar además la acumulación de causas privativas de libertad. Regular y establecer los estándares que permiten la sustitución de condena.

Artículo 7: Respecto de las sanciones accesoria, se debería evaluar previa sanción los requerimientos de salud que presenten el joven, además se debería profundizar y señalar las consecuencias específicas del no cumplimiento de la sanción accesoria. Considerar en este contexto la internación inmediata, en Centros Terapéuticos que padezcan dependencia de drogas y alcohol, diferenciándola del tratamiento ambulatorio.

Artículo 24: Respecto de la determinación de la idoneidad de la pena, se debería generar una propuesta psicosocial ya sea  de la defensoría o del ministerio público o de ambos, o de algún ente externo (SENAME). Que permita definir al Tribunal o proponer el sistema más adecuado.

Artículo 29: Contemplar en la ley la creación o implementación de salas especiales en los Tribunales que permitan un trabajo coordinado en la ejecución de las sanciones y no solo en la aprobación del PII o en el quebrantamiento.

Artículo 43: Modificar la administración de los Centros Semicerrados, los cuales deben ser administrados sólo por SENAME, dada las demandas económicas y profesionales que se requiere. 

Artículo 56: inciso 1º: es necesario que la ley precise el tiempo mínimo de intervención (permanencia) para la solicitud de sustitución, ya que no se indica. Se sugiere 6 meses para condenas superiores a un año y medio y menores a 5 años.  
Artículo 56: En cuanto al tiempo de envío de informe de permanencia o traslado frente a un joven que cumple la mayoría de edad. Se especifica que debemos enviar este informe al tribunal con una antelación de 3 meses junto con la solicitud respectiva, lo cual es mucho tiempo ya que en ese periodo los jóvenes pueden modificar positiva o negativamente el comportamiento o adherencia programática. Se sugiere un mes. 

Observaciones desde las Direcciones Regionales y sus equipos de Supervisión: 

Dentro de los lineamientos que persigue la implementación de la Ley 20.084, existe la certeza que el nuevo sistema intenta perseguir el carácter responsabilizador de la intervención penal, en contraposición a una visión más punitiva dejando la privación de libertad como una decisión de última medida, siendo las salidas alternativas un elemento central y eje de principios orientadores como el bien superior, educación, un trato digno y el establecer garantías del proceso. Todo lo anterior nos lleva a establecer consideraciones centrales que en el plano práctico los equipos profesionales de ANFUR han señalado como importantes de considerar:

1. Sería bueno observar y reflexionar respecto de clarificar el procedimiento de unificación de penas, por cuanto en la actualidad presenta dificultades en su interpretación. En la región de Valparaíso la ejecución es simultánea, por ejemplo los SBC no debieran ejecutarse en el CIP CRC. Podría considerarse además la revisión de las causas suspendidas, las cuales no existe claridad hasta que edad van a cumplir las sanciones, han existido casos en la región de personas de hasta 32 años que han derivado. Sería muy interesante contar con un sistema de registro del SENAME para estos casos para realizar un seguimiento de las causas.     
2. Otro aspecto  interesante para revisar a objeto de estas modificaciones legales dice relación con que se clarifique la idoneidad de la sanción (es decir la determinación de la pena), y determinar cuál es el procedimiento para definir, por ejemplo “peritajes “. Articulo 24 letras F. La idoneidad de la sanción del CSC, en que etapa del procedimiento, se solícita el informe de idoneidad, por cuanto solo  corresponde  en el juicio oral y no el procedimiento simplificado

3. Las salidas alternativas no están incluidas en la ley 20.084  y es necesario incluirlas. No está clara  la figura del juez control para solicitar la revocación de las salidas alternativas.  Además los equipos profesionales señalan que el tema de sanción accesoria, articulo 7, no queda claro “siempre que sea necesario en relación en circunstancias del adolescentes “no está claro, y tampoco en el reglamento. 

4. En relación a los temas de  quebrantamiento, por ejemplo un joven del SBC  fue quebrantado por un año y cuando  lo máximo son tres meses. Tampoco está fijada la audiencia del quebrantamiento para los PLA PLE SBC. 

5. Un aspecto Importante de considerar dice relación con que se pueda clarificar el artículo 47 de incumplimiento del reglamento de la  ley, con la consecuencia prevista en el artículo  52 de la ley y que hace referencia a la inasistencia del adolescente y no al cumplimiento del PII, siendo este parte de la sentencia.
Conclusiones: Todas estas observaciones prácticas por parte de los equipos de trabajos de los centros de administración directa como de los supervisores de las direcciones regionales, no hacen más que ilustrar  el amplio y concreto compromiso de los Funcionarios de SENAME con los cambios y modificaciones que esperan sean materializadas de la forma correcta para así mejorar los procesos de Intervención y por supuesto dar cumplimiento al espíritu de la Ley. 

El objetivo del levantamiento de este documento por tanto lo consideramos cumplido dado que existe la convicción que la aplicación tanto de las políticas públicas como de los cuerpos legales, depende directamente del componente practico, empírico y sustancialmente de procesos de compromiso Político en la asignación de los recursos necesarios para una correcta implementación de la Ley. 

No es posible que en la actualidad la ley 20.084 de cumplimiento parcial a aspectos como salud, educación o cualquiera que el legislador haya considerado pertinente en su ordenamiento. Los planes, proyectos de mejora, Pilotos no hacen más que cubrir brechas de atención y responder paliativamente los ordenamientos legales. 
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